ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 09 007 2018 00436 00
                                                                ACCIONANTE: DRUBRAIKA ALESSA RODRÍGUEZ 
ACCIONADAS:. FEDERACIÓN COLOMBIANA DE LUCHA y COLDEPORTES
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS AL DEPORTE Y EL DEBIDO PROCESO / CAUSALES ESPECÍFICAS DE IMPROCEDENCIA / DAÑO CONSUMADO /  CARENCIA ACTUAL DE OBJETO.

Sea lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:
i)
Existencia de otro medio de defensa judicial. 

ii)
Existencia del Habeas Corpus. 

iii)
Protección de derechos colectivos. 

iv)
Casos de daño consumado. 

v)
Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto. 

vi)
 A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez; la tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria.

Así, el Decreto 2591 de 1991 que reglamentó la acción de tutela consagrada en el artículo 86 superior, prevé su improcedencia en aquellas situaciones donde la violación o amenaza de un derecho originó un “daño consumado”, exceptuándose los eventos en que la acción u omisión continúe (art. 6°-4).   Acorde con las normas referidas, la Corte Constitucional ha indicado que la acción de tutela, por regla general, tiene un carácter eminentemente preventivo y no indemnizatorio como quiera que se encamina a evitar que se concrete el peligro o la violación que conculque un derecho fundamental, mediante la protección inmediata…

… como la señora Rodríguez Criollo acudió al juez constitucional con el fin de que se le permitiera su participación en las competencias federadas de Colombia en las pruebas deportivas de la disciplina de lucha olímpica en la modalidad libre femenino y en especial en el Campeonato Nacional Mayores, las cual se llevarían a cabo en el municipio de Necoclí, Antioquia  del 1º a 5 de diciembre de 2018 “clasificatorio a juegos nacionales”, la Sala debe precisar que de acuerdo a la fecha en que se emite esta decisión, en este caso se estaría frente a una carencia actual de objeto por daño consumado…
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Aprobado por Acta No.0085

Hora: 3:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora Dubraika Alessa Rodríguez Criollo frente al fallo de tutela proferido el 29 de noviembre de 2018 por el Juzgado 7° Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, instaurada por la misma en contra de la Federación Colombiana de Lucha y el Departamento Administrativo del Deporte – Coldeportes. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. La señora DUBRAIKA ALESSA RODRÍGUEZ CRILLO instauró acción de Tutela en contra de la Federación Colombiana de Lucha, y en contra del Departamento Administrativo del Deporte, la Recreación, la Actividad Física y el Aprovechamiento del Tiempo Libre COLDEPORTES.
Dentro de las pretensiones solicitó el amparo a sus derechos fundamentales a la igualdad, deporte, recreación, debido proceso, libre desarrollo de la personalidad, educación y salud; también que se ordenara a los entes accionados su participación en las competencias federales de Colombia, en las pruebas deportivas de la disciplina de Lucha Olímpica, en la modalidad libre femenino y en especial en el Campeonato Nacional Mayores, el cual se llevaría a cabo del 1o  al 5 de diciembre de 2018 “Clasificatorio a Juegos Nacionales 2019”.
Como elementos fácticos narró que el Campeonato Nacional Mayores de Lucha Olímpica es organizado cada año por la Federación Colombiana de Lucha, con un enfoque inclusivo que permite el desarrollo y práctica deportiva en lucha en todo el territorio nacional y donde pueden participar todas las ligas afiliadas a la Federación Colombiana de Lucha. En el campeonato Nacional Mayores de Lucha Olímpica de 2018 se les permite a todos los deportistas aspirantes y no aspirantes a participar en campeonatos internacionales y en los Juegos Nacionales del año 2019. 
La señora Rodríguez Criollo, a la fecha de la presentación de la tutela, se encontraba afiliada al club deportivo de lucha olímpica “SPARTANOS” legalmente constituido y afiliado a la liga risaraldense de lucha y a la federación colombiana de lucha y que durante todo el año 2018 realizó sus entrenamientos allí, con el objetivo de participar en los campeonatos nacionales y copas Colombia de lucha olímpica en la categoría mayores. 

La Federación Colombiana de Lucha convocó a las ligas afiliadas a participar en la 2da y 3ra copa Colombia Mayores de Lucha donde la accionante se presentó a fin de participar en representación de la Liga Risaraldense de Lucha, participaciones que fueron negadas por parte de la Federación Colombiana de Lucha. Para el siete (7) de noviembre de 2018 la Secretaría Departamental de Deportes de Risaralda radicó un derecho de petición a la Federación Colombiana de Lucha con la finalidad de que se permitiese la participación de la accionante en los eventos nacionales federados, sin obtenerse respuesta a la fecha. 

La Liga Risaraldense de Lucha Olímpica dirigió solicitud a la Federación Colombiana de Lucha con la finalidad de que le permitieran a la actora su participación y solicitando lo requisitos necesarios para ello. La Federación dio respuesta de acuerdo a los términos previstos en el artículo 7o  de la Carta Fundamental de los XXI Juegos Nacionales 2019 y negó la participación de la actora. La accionante expuso su descontento toda vez que la Carta Fundamental sólo aplica para la participación en los Juegos Nacionales 2019 y no para otros campeonatos federados. 

Finalmente, la accionante manifestó que existe una discriminación en su contra porque a algunos competidores se les permite su participación sin cumplir con la documentación que le exigen a la tutelante; lo que traduce en una afectación a su esfera emocional y a su desarrollo deportivo. (Folios 2 - 11) 

2.2. Allegó copia de los documentos que sustentan sus pretensiones (Folios 13 - 26)
3. RESPUESTAS A LA DEMANDA DE TUTELA
3.1. COLDEPORTES

Indicó los aspectos constitucionales y legales que rigen la actividad desarrollada en el ámbito nacional por dicho Departamento Administrativo.  
Se refirió a los hechos de la demanda, se  opuso a las pretensiones y formuló como excepciones la improcedencia de la acción de tutela, la falta de legitimación en la causa por pasiva y el incumplimiento de los requisitos esenciales, la existencia de otro mecanismo de defensa judicial y la no violación de derechos fundamentales de la actora.
Solicitó la desvinculación del trámite de amparo y que se declarara improcedente la acción de tutela. Aportó Certificado de Existencia y Representación Legal. (Fls. 38 – 43).

3.2. FEDERACIÓN COLOMBIANA DE LUCHA

Indicó que el Campeonato Nacional Mayores de Lucha Olímpica es organizado por la Federación Colombiana de Lucha y los Juegos Nacionales son organizados por COLDEPORTES y las reglamentaciones para el uno y el otro son diferentes, afirmó que desconocía el estado actual de afiliación de la deportista Dubraika Alessa Rodríguez y que la misma había representado a Venezuela en los pasados Juegos Bolivarianos, realizados en Santa Marta en noviembre de 2017, lo que la inhabilita para participar en las justas nacionales y en aquellos eventos en que se vaya a escoger el seleccionado nacional con miras a eventos internacionales.

Citó la Carta Olímpica que establece que quien haya representado a un país no podrá representar a otra en periodo de tres años.  Indicó los pormenores de la Federación, de los XXI juegos Deportivos Nacionales Bolívar 2019 CARLOS LLERAS RESTREPO y proponiendo como medios exceptivos de defensa judicial, la tutela como mecanismo excepcional. Respecto a las pretensiones, se opuso toda vez que indicó, no existe vulneración constitucional y/o legal alguna. (Folios 44 – 46).
3.3 EL CLUB DEPORTIVO DE LUCHA OLÍMPICA “SPARTANOS” y LA LIGA RISARALDENSE DE LUCHA OLÍMPICA

El Club Deportivo de Lucha Olímpica “Spartanos” con Personería Jurídica No. 0070 del 15 de febrero de 2017 y Nit. 901.063.818-6 en calidad de vinculado, a través de su Presidente Jhon Jairo Echeverri, dio respuesta, indicando que la tutelante se encuentra afiliada a dicho club e indicando que a pesar de los esfuerzos realizados por parte de la Liga para que se permita la participación de la accionante en los eventos nacionales federados, la Federación Colombiana de Lucha no ha permitido dicha participación. (Folio 47).

La Liga Risaraldense de Lucha Olímpica (afiliada a la Federación Colombiana de Lucha) con Personería Jurídica No. 4678 del 29 de diciembre de 1987 y Nit. 800.039.189-4 en calidad de vinculada, a través de su Presidente Jessica Viviana Echeverri Osorio indicó que la tutelante se encuentra adscrita a la Liga Risaraldense de Lucha Olímpica y afiliada a El Club Deportivo de Lucha Olímpica “Spartanos” y mencionando  que a pesar de los esfuerzos realizados por parte de la Liga para que se permita la participación de la accionante en los eventos nacionales federados, la Federación Colombiana de Lucha no ha permitido dicha participación. (Reverso folio 47)
Aportó los documentos visibles a folios 48 y 49.
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 29 de noviembre de 2018, el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira – Risaralda, resolvió:  
PRIMERO: “NEGAR la Acción de Tutela instaurada por la señora DUBRAIKA ALESSA RODRÍGUEZ CRIOLLO contra la FEDERACIÓN COLOMBIANA DE LUCHA Y OTROS por no evidenciarse violación a derecho fundamental alguno.”
Argumentó el Juzgado que no se había allegado prueba alguna que acreditase que la Federación haya negado la participación de la actora en el Campeonato Nacional de Mayores de Lucha Olímpica a realizarse en el municipio de  Necloclí, Antioquia, durante los días comprendidos del 1 al 5 de diciembre de 2018. Además, que no obraba dentro de la foliatura constancia alguna de haberse legalmente inscrito a dicho evento, de acuerdo a los reglamentos deportivos y que no era viable reclamar vía tutela el hecho de no haberse registrado de acuerdo a la normatividad pertinente sobre la inscripción al campeonato. Aunado a ello, que la tutela no puede prosperar cuando esta se cimenta sobre suposiciones, conjeturas o situaciones hipotéticas. (Fls. 50 - 54)

La accionante fue notificada personalmente del fallo anterior el día 03 de diciembre de 2018. (Folio 57)
5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

5.1. Con fecha de 06 de diciembre de 2018, la señora Dubraika Alessa Rodríguez Criollo presentó escrito de impugnación, reiterando que se vulneraron sus derechos fundamentales a la participación e igualdad al no haberle permitido participar en el territorio nacional, donde el representante legal adujo que el Campeonato Nacional Mayores es únicamente de la Federación Colombiana de Lucha y no de Coldeportes; que se contradecían al afirmar que es un torneo netamente de juegos nacionales y negándole la participación en dicho evento, pues ella representa al Departamento y no al país. Referenció también el caso del deportista John Jairo Guerrerro quien representó al departamento de Caldas en la I COPA COLOMBIA MAYORES en el mes de marzo de 2017 y quien participó en la Liga de Antioquia en el Campeonato Nacional Mayores del 1 al 5 de diciembre, transgrediendo con ello el artículo 32 de la Carta Fundamental  Deportiva.
Indicó también sobre el derecho de petición que fue enviado el día 7 de noviembre de 2018 y que hasta el día de hoy no ha sido respondido.  Solicitó finalmente revisar, mediante la impugnación, los argumentos esgrimidos por el Juez de primera instancia. (Folio 82)

Adosó soportes donde fundamentó la impugnación. (Folios 83 y 84)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
; la tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

Así, el Decreto 2591 de 1991 que reglamentó la acción de tutela consagrada en el artículo 86 superior, prevé su improcedencia en aquellas situaciones donde la violación o amenaza de un derecho originó un “daño consumado”, exceptuándose los eventos en que la acción u omisión continúe (art. 6°-4).   Acorde con las normas referidas, la Corte Constitucional ha indicado que la acción de tutela, por regla general, tiene un carácter eminentemente preventivo y no indemnizatorio como quiera que se encamina a evitar que se concrete el peligro o la violación que conculque un derecho fundamental, mediante la protección inmediata y en la Sentencia T-287 de 2013, señaló lo siguiente al respecto:
 

“En aquellas situaciones en las cuales el daño se consumó, o cuando la presunta vulneración o riesgo fue superado con la satisfacción o salvaguarda de las garantías invocadas, se presenta una sustracción de materia o carencia de objeto, donde ya no tendría razón ni sentido que el juez constitucional impartiese las órdenes pretendidas, en caso de concluir que la acción prosperaba[3]. 

 
La jurisprudencia de esta corporación ha precisado que la sustracción de materia por carencia de objeto, que conlleva que las órdenes sean inocuas[4], no deja sin embargo de tener diferenciación según el momento en el cual se satisface o conculca definitivamente un derecho.

 

Así, cuando se constata que al momento de la interposición de la acción el daño estaba consumado o satisfecho el derecho, aquélla se torna improcedente, habida cuenta que su finalidad es preventiva y no indemnizatoria, correspondiendo al juez realizar un análisis en el que se constate la definitiva afectación al derecho y, en caso tal, declarar la improcedencia de la acción de tutela.

 

Si la satisfacción o el menoscabo se presentan durante el trámite de las instancias o en sede de revisión, surge la carencia actual de objeto, que hace ineficaz la tutela, al existir un hecho superado si se restableció la garantía invocada, o un daño consumado al no quedar opción de restablecimiento o defensa. Empero, aunque en aquellas situaciones no es factible emitir una orden de protección, el juez debe declarar la carencia actual de objeto por daño consumado y ordenar lo que aún fuere pertinente, en el caso concreto[5].

 
De otra parte, ha expresado también la Corporación que, en los eventos en que se produce un daño consumado a un derecho constitucional, un pronunciamiento de fondo puede resultar conveniente y necesario, por lo menos, por cuanto(i) la declaración de la violación hace parte de los derechos del afectado; (ii) el pronunciamiento de la Corte puede funcionar como garantía de no repetición frente al resto de las personas; y (iii) resulta relevante para realizar pedagogía constitucional sobre la materia. Por esas razones, a partir de la sentencia SU-540 de julio 17 de 2007, M. P. Álvaro Tafur Galvis, la Corte unificó su posición en cuanto a emitir un pronunciamiento de fondo, cuando se percibe la existencia de un daño consumado, aún en aquellos casos en los que solo resulta posible emitir órdenes de prevención a las autoridades concernidas en el asunto objeto de estudio.”
6.5.  Conforme al precedente jurisprudencial anterior, como la señora Rodríguez Criollo acudió al juez constitucional con el fin de que se le permitiera su participación en las competencias federadas de Colombia en las pruebas deportivas de la disciplina de lucha olímpica en la modalidad libre femenino y en especial en el Campeonato Nacional Mayores, las cual se llevarían a cabo en el municipio de Necoclí, Antioquia  del 1º a 5 de diciembre de 2018 “clasificatorio a juegos nacionales”, la Sala debe precisar que de acuerdo a la fecha en que se emite esta decisión, en este caso se estaría frente a una carencia actual de objeto por daño consumado; sin embargo, se pasará a establecer si la decisión de primera instancia se profirió conforme a las normas constitucionales y si existió o no una vulneración de los derechos invocados por la accionante.

 
6.6.  El artículo 52 de la Constitución Política (modificado por el artículo 1º del Acto Legislativo No. 2 de 2000) reconoce el derecho de todas las personas a la recreación, a la práctica del deporte y al aprovechamiento del tiempo libre. Además, la norma Superior determina que el ejercicio del deporte, sus manifestaciones recreativas, competitivas y autóctonas, tienen como función la formación integral de las personas, preservar y desarrollar la salud del ser humano. Por otra parte, la disposición mencionada establece que el Estado tiene a su cargo la obligación de fomentar estas actividades e inspeccionar, vigilar y controlar las organizaciones deportivas y recreativas, y que el deporte y la recreación constituyen gasto público social.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T- 242 de 2016, indicó lo siguiente:

  

“(…)  el deporte y la recreación son garantías que permiten que el individuo desarrolle su vida dignamente de acuerdo con sus expectativas y decisiones dentro de un marco participativo.[33]
 

21.  De otra parte, la Corte Constitucional ha precisado que el deporte es una actividad que tiene múltiples dimensiones, esto es, como un espectáculo, una forma de realización personal, una actividad laboral y una empresa. El carácter polisémico del deporte, implica también que su ejercicio se relacione con diversos derechos, así: “1. tiene carácter formativo y educativo tanto en su faceta recreativa como competitiva; 2. la opción por una concreta práctica deportiva, en el nivel aficionado o profesional, corresponde a una decisión del sujeto que encuentra amparo en el derecho al libre desarrollo de la personalidad; 3. el derecho de libre asociación se encuentra en la base de las organizaciones deportivas creadas por los particulares con el objeto de promover y regular la práctica social e individual del deporte; 4. adicionalmente, el ejercicio del deporte, en cualquiera de sus ramos, por su valor formativo para la personalidad, no es ajeno a la educación como derecho y como servicio público.”[34]
 

22.  Además, el derecho fundamental al deporte constituye una actividad de interés público y social, cuyo ejercicio, tanto a escala aficionada como profesional, se debe guiar por normas preestablecidas que faciliten la participación ordenada en la competición y promoción del juego y, a su vez, permitan establecer las responsabilidades de quienes participan directa e indirectamente en tales eventos.”

 

6.7.  El Decreto Ley 1228 de 1995 en su artículo 11 señala lo relacionado con las federaciones deportivas, así:
“Artículo 11. Federaciones deportivas. Las federaciones deportivas nacionales son organismos de derecho privado, constituidas como asociaciones o corporaciones por un número mínimo de ligas deportivas o asociaciones deportivas departamentales o del Distrito Capital o de ambas clases, para fomentar, patrocinar y organizar la práctica de un deporte y sus modalidades deportivas dentro del ámbito nacional e impulsarán programas de interés público y social.

Las federaciones deportivas adecuarán su estructura orgánica para atender el deporte aficionado y el deporte profesional separadamente, y tendrán a su cargo el manejo técnico y administrativo de su deporte en el ámbito nacional y la representación internacional del mismo.”

6.8.  Por su parte, la Federación Colombiana de Lucha explicó que la accionante había representado a Venezuela en los pasados Juegos Bolivarianos realizados en Santa Marta en noviembre de 2017, situación que la inhabilitaba para participar en los Juegos Nacionales  2019 y en aquellos eventos en que se vaya a escoger el seleccionado nacional con miras a eventos internacionales, según dispone la Carta Olímpica que rige los Juegos Olímpicos que establece que quien haya representado a un país no podrá representar a otro en un  período de tres años. Además, porque los campeones de los Juegos Nacionales son potenciales seleccionados para representar a su Federación en los Juegos Olímpicos. 

6.9. Así las cosas, para esta Colegiatura las exigencias de las entidades demandadas para participar en una actividad determinada, en este caso el deporte de lucha libre en los Juegos Nacionales 2019 y en las pruebas deportivas de esa disciplina, no pueden tildarse de discriminatorias, injustificadas, ni desproporcionadas.  De tal manera, que esta instancia considera que tales requisitos se ajustaron a la normatividad creada para esa clase de competencias.  Por lo tanto, no se puede inferir la vulneración de los derechos fundamentales invocados por la señora Rodríguez Criollo, quien debe sujetarse a las reglas técnicas dispuestas exclusivamente para pruebas deportivas como es su caso.
6.10.  En lo que tiene que ver con la ausencia de respuesta al derecho de petición del 7 de noviembre de 2017 por medio del cual la Secretaria de Deporte, Recreación y Cultura de Risaralda solicitó a la Federación de Lucha Libre que permitiera la participación de la señora Dubraika Alessa Rodríguez Criollo,  para representar a Risaralda en eventos deportivos federados (Fl.13), esta Sala concluye  que si bien es cierto la actora tiene un interés particular para conocer la respuesta de la entidad demandada, también lo es que no es la persona competente para reclamar por esta vía constitucional la materialización del derecho fundamental de petición, pues no acreditó ser ella quien radicó la solicitud objeto de debate constitucional y en tal sentido, no se desprende la afectación a tal garantía. 
6.11.  Así las cosas, esta Sala considera que el fallo de primer grado se ajustó a derecho y a los lineamientos jurisprudenciales para negar el amparo invocado por inexistencia de vulneración de derechos fundamentales.  Por lo tanto, se confirmará la sentencia estudiada y se declarará un hecho superado por daño consumado.
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 29 de noviembre de 2018, proferida por el Juzgado 7º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por la señora Dubraika Alessa Rodríguez Criollo en contra de la Federación Colombiana de Lucha Libre, Coldeportes y se DECLARA LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO, por las razones esbozadas en la parte considerativa.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.
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